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RESUMEN

El sentido pluralista y multicultural que adoptó el Estado colombiano en
1991 le comprometió al cumplimiento de los artículos que para este fin esta-
bleció. El 246 constitucional es parte de esta propuesta pero, quince años
después, el Estado no ha podido cumplir en su totalidad con lo establecido;
fenómenos como la violencia política, el desplazamiento forzado, el recluta-
miento forzado, el narcotráfico, y la difícil situación económica que atraviesa
el país, se constituyen en obstáculos de desarrollo social para toda la nación,
pero muy especialmente para las minorías étnicas que habitan la Colombia
rural, epicentro del conflicto.
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ce, the forced displacement, the forced recruiting, the drug traffic, and the
difficult situation economic that country is going through, are constituted in
obstacles of social development for all nation, but very specially for the eth-
nics minorities that inhabit to rural Colombia, epicenter of  the conflict.
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INTRODUCCIÓN

A partir del análisis del fenómeno de
la exclusión – inclusión en la historia
de Colombia, relativo al desconoci-
miento de los indígenas como sujetos
de derecho, y que fue presentado en
la primera parte de esta investigación,
en una publicación denominada Co-

lombia Multicultural. Historia del

Derecho a la Inclusión, se aprecia que
la exclusión se presenta como una
práctica social históricamente pareja
a la conformación del Estado pero que
además, hace parte del proceso de for-
mación de las mentalidades y los
imaginarios de los colombianos, con
particular estímulo por parte del mis-
mo Estado al negarse a reconocer,
durante muchos años, a los indígenas
como sujetos de derecho; y por la Igle-
sia Católica, al considerar las
diferencias de los no “blancos” como
fuente de pecado, contrarias a la dis-
posición divina que para efectos del
poder reconocía incuestionablemen-
te, como virtuosas y morales, las
acciones de los “blancos”.

La exclusión que había sido un ele-
mento importante de la política para
negar cualquier forma de permear las
élites del poder, se encuentra en pro-
ceso de reivindicación. Si bien la
Constitución de 1991 no constituye
el fin de la lucha social de las mino-
rías étnicas, ciertamente abrió el
espacio para las nuevas determinacio-
nes políticas que se adoptaron en pos
del reconocimiento objetivo o posi-

tivo1. Sin embargo, la aplicación de
las garantías que se proporcionaron
a los indígenas en 1991 no han lo-
grado su total desarrollo; muy
probablemente por la falta de la vo-
luntad política que centra su interés
en una guerra sórdida y amañada que
arrasa con cualquier posibilidad de
construcción social en Colombia;
muy probablemente por la falta de
un reconocimiento subjetivo que per-
mita una real aceptación de las
diferencias.

El tema que se quiere abordar en
este artículo está relacionado con la
Jurisdicción Especial Indígena, por
ser el espacio más importante que ha
concedido el Estado a los indígenas
colombianos y que comprende no so-
lamente el componente territorial,
sino también el componente de na-
ción, el jurídico y el político, lo más
cercano a un verdadero reconoci-
miento. El tema central del análisis
estará en la relación Estado – Juris-
dicción Especial Indígena, su papel
como gestor de desarrollo y el grado
de cumplimiento del 246 constitu-
cional, a partir de la consideración
de que la violencia política impide el
verdadero cumplimiento de este
compromiso constitucional para con
estos grupos “minoritarios naciona-
les”2, como los denominara Will
Kymlicka.

Para la realización de este trabajo,
hemos consultado algunas fuentes
primarias del Derecho y hemos rea-

1  Como se dijo en la publicación que se menciona, denomino reconocimiento objetivo a aquel que ha logrado positivisarse mediante
la norma; y reconocimiento subjetivo a aquel que depende de las mentalidades, de la verdadera aceptación de las diferencias y que no
depende de la norma para ser acatado, sino de la receptividad social frente al proceso.
2  “Por minorías nacionales entiendo los grupos que formaban sociedades completas y operativas en su tierra natal histórica antes de
verse incorporadas a un Estado mayor. Es característico que la incorporación de estas minorías haya sido involuntaria, debido a la
colonización, la conquista, o la cesión de un territorio por una potencia imperial a otra…”.  KYMLICKA, Will.  La Política Vernácula.
Nacionalismo, multiculturalismo y ciudadanía. España: Paidós, 2003, 3ª ed., pág. 33.
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lizado salidas de campo a resguardos
ubicados en los departamentos de
Antioquia, Caquetá, Arauca y Toli-
ma; infortunadamente, no toda la
información obtenida puede ser pu-
blicada, por lo que nos abstenemos
de citar textualmente.

1. El resguardo, una forma de
tenencia territorial entre los
indígenas colombianos

La tenencia de la tierra de los pue-
blos indígenas en Colombia ha sido
reconocida mediante cinco formas
legales realizadas por el Estado: el
Resguardo de Origen Colonial, el
Resguardo Republicano, los Res-
guardos creados por el Incora
después de 1961, las Reservas Indí-
genas, y los Títulos Individuales por
Comunidad o Parcialidad. Por su ori-
gen histórico se suelen llamar a los
resguardos coloniales y republicanos
hasta 1961, resguardos antiguos, y a
los constituidos con posterioridad a
1961, resguardos nuevos3.

El artículo 21 del Decreto 2164 de
diciembre 7 de 1995 define los res-
guardos como “una institución legal
y socio-política de carácter especial,
conformada por una o más comuni-
dades indígenas que, con un título
de propiedad colectiva que goza de
las garantías de la propiedad priva-
da, poseen su territorio y se rigen para
el manejo de éste y su vida interna
por una organización autónoma am-
parada por el fuero indígena y su
sistema normativo propio”. En los
resguardos indígenas las tierras que
los conforman son propiedad colec-
tiva de las comunidades indígenas,

tienen el carácter de imprescriptibles,
inembargables e inalienables.

El artículo 329 de la Constitución de
1991 prohibe la comercialización de
las tierras indígenas bajo la modali-
dad del Resguardo, mientras que el
artículo 357 los asimila a la forma de
Municipios, como entes territoriales,
razón por la cual tienen derecho a
participar de las rentas de la Nación.

La relación del indígena con la tierra
ha sido tradicionalmente vital, sin
embargo, fenómenos de desarraigo
tales como el desplazamiento forza-
do, el reclutamiento forzado, la
violencia política y el latifundio, sin
duda hay muchos más, han estado
vinculados a una realidad que impi-
de la realización efectiva de las
políticas del Estado. Ese “derecho a
la tierra”, en buena parte negado, debe
constituirse en el espacio que les ga-
rantice la capacidad de tomar
decisiones propias sin sufrir el recha-
zo general, además de servir como
estrategia para controlar su propia
educación, familia, recursos naturales,
tradiciones, etc.4, se ve amenazado
por la intromisión aculturizante de las
mayorías, especialmente las evangeli-
zadoras, y por la influencia del
conflicto externo, como primera cau-
sa del desarraigo, la pauperización y
la indigencia de los miembros de las
comunidades.

Lo que se plantea hasta aquí, es que
los resguardos, como parte de la po-
lítica de construcción de un Estado
Plural, no deben entenderse desde el
“asimilasionismo”, donde se lleve a
las minorías al aprendizaje y práctica
de la cultura mayoritaria; tampoco se

3  CAICEDO, Luis Javier. Derechos y Deberes de los Pueblos Indígenas.  Bogotá:  Ed. San Pablo, 1996. págs.  118  y 119.
4   KYMLICKA, W.  Ciudadanía Multicultural. Una teoria liberal de los derechos de las minorias. España: Paidós, pág. 51.
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trata de un espacio para el confina-
miento de las comunidades en pos de
la preservación de su cultura, de es-
paldas a un mundo que no se detiene
y al cual pertenecen indefectiblemen-
te, en donde no priman los derechos
colectivos sino el aislamiento social
y la miseria económica, que cada vez
se hacen más evidentes como reflejo
del abandono del Estado.

2. El control constitucional
sobre el principio de
autonomía

Previo al establecimiento constitu-
cional de la Jurisdicción especial
Indígena en Colombia, la Organiza-
ción Internacional del Trabajo, OIT,
en el Convenio 169 –sobre los pue-
blos indígenas y tribales- aprobado en
Colombia por Ley 21 de 1991, ya lo
había planteado. En virtud del blo-
que de constitucionalidad, este
convenio se integra a la Constitución
Política para hacer parte de su legis-
lación interna en Colombia. En este
sentido, la Constitución de 1991 ad-
vierte que la Jurisdicción Especial
Indígena no puede transgredir los lí-
mites constitucionales establecidos
para la totalidad de la nación, de las
cuales forman parte todas las mino-
rías étnicas que habitan en el
territorio colombiano.

A su vez, la Corte Constitucional, en
su análisis del artículo 246

muestra (que son) cuatro (los) ele-
mentos centrales de la Jurisdicción In-
dígena en nuestro ordenamiento
constitucional: la posibilidad de que
existan autoridades judiciales propias
de los pueblos indígenas, la potestad
de éstos de establecer normas y pro-

cedimientos propios, la sujeción de
dichas jurisdicción y normas a la
Constitución y la Ley, y la competen-
cia del legislador para señalar la for-
ma de coordinación de la jurisdicción
indígena con el sistema judicial nacio-
nal. Los dos primeros elementos con-
forman el núcleo de autonomía
otorgado a las comunidades indíge-
nas que se extiende no sólo al ámbito
jurisdiccional sino también al legisla-
tivo, en cuanto incluye la posibilidad
de creación de normas y procedi-
mientos, mientras que los dos segun-
dos constituyen los mecanismos de
integración de los ordenamientos ju-
rídicos indígenas dentro del contex-
to del ordenamiento nacional5.

Actualmente los territorios indígenas
gozan de la autonomía que la Consti-
tución y la Ley les otorga para su
propia administración. La capacidad
de ser titulares de dominio les conce-
de el derecho de darse su propia forma
administrativa, bien a través de su
gobierno tradicional o bien a través
del Cabildo indígena. El artículo 286
de la Constitución establece que son
Entidades Territoriales los territorios
indígenas, los cuales deben reunir
unos requisitos fundamentales, tal y
como lo establece el artículo 287 para
la efectiva conformación de los res-
pectivos territorios: Gobernarse por
autoridades propias y participar en las
rentas nacionales.

Así que la autonomía indígena se re-
fiere a dos partes en concreto: al
derecho a administrarse según su pro-
pia justicia, salvo en el caso de temas
que no hayan sido regulados por la
justicia especial; y a la autonomía
política, que les permite administrar

5 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia  C-139/96. M. P. Carlos Gaviria Díaz.
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sus propios recursos y los que pro-
vienen del Estado.

En la Sentencia T-048 de 2002 la
Corte Constitucional especifica los
derechos con que cuenta la Jurisdic-
ción indígena en Colombia:

las autoridades indígenas pueden apli-
car justicia dentro de sus territorios,
de acuerdo a sus normas, usos y cos-
tumbres, los territorios indígenas con-
forman entidades territoriales, con
autonomía administrativa y presu-
puestal, que pueden ser representa-
das judicial y extrajudicialmente, y que
se gobiernan por Consejos confor-
mados y reglamentados según sus
usos y costumbres. Además, los inte-
grantes de los grupos indígenas, in-
dividualmente considerados, gozan
de todos los derechos que se reco-
nocen a los asociados, los que deben
ser respetados por las autoridades in-
dígenas, por la comunidad étnica a la
que pertenecen y por la sociedad en
general, porque el artículo 13 consti-
tucional proscribe toda forma de dis-
criminación por razones de raza,
origen, lengua o religión6.

Frente al concepto de autonomía es-
tablecido en el 246 constitucional, la
Corte aclaró: “La jurisdicción especial
y las funciones de autogobierno en-
comendadas a los consejos indígenas
deben ejercerse, en consecuencia, se-
gún sus usos y costumbres, pero
respetando las leyes imperativas so-
bre la materia que protejan valores
constitucionales superiores”7, y fren-
te a la prevalencia de esta “autono-

mía” estableció la consideración de las
siguientes reglas de interpretación:

• A mayor conservación de sus usos
y costumbres, mayor autonomía.

• Los derechos fundamentales cons-
titucionales constituyen el mínimo
obligatorio de convivencia para
todos los particulares.

• Las normas legales imperativas (de
orden público) de la República pri-
man sobre los usos y costumbres
de las comunidades indígenas,
siempre y cuando protejan direc-
tamente un valor constitucional
superior al principio de diversidad
étnica y cultural.

• Los usos y costumbres de una co-
munidad indígena priman sobre las
normas legales dispositivas8.

La idea de mantener alguna forma de
sujeción de lo “especial” en cuanto a
lo establecido constitucionalmente
para el resto de la nación, no genera
anulación de lo “plural”, en palabras
de Habermas retomadas de J. Raz,
es parte del “multiculturalismo (que
al) sancionar la perpetuación de va-
rios grupos culturales en una
sociedad política singular, requiere
también una cultura común (...) Los
miembros de todos los grupos cul-
turales (...) habrán de adquirir un
lenguaje político y convenciones de
conducta comunes para poder par-
ticipar de modo efectivo en la
competición por los recursos y la
protección de grupo así como los in-
tereses individuales en una arena
política compartida”9.

6 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-048 de 2002.
7 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-254 de 1994.
8 CORTE CONSTITUCIONAL, ibidem.
9 RAZ, J. Multiculturalism: A Liberal Perspective. 1994, p. 67-79. En: HABERMAS, Jurgen. La Inclusión del Otro. España: Paidós,
1999, pág. 126.



56

In
fo

rm
es

 d
e 

In
ve

st
ig

ac
ió

n
G

ru
po

: 
H

is
to

ria
 d

el
 D

er
ec

ho
 e

n 
C

ol
om

bi
a

Jacqueline Blanco

Blanco
El problema de la sujeción se da en
dos campos muy específicos: el pri-
mero, que la coexistencia de
diferencias termine siendo una frag-
mentación de la sociedad, es decir que
la especialidad se lleve a tal punto que
genere una especie de “apartheid”; o
sencillamente, cuando las sociedades
“mayoritarias” tiendan a elevar los
niveles de importancia de aquellos ele-
mentos que provocan la “sujeción” y
se conviertan en políticas dominan-
tes para terminar con tan amplia
participación de lo establecido den-
tro de su cultura, que se transforme
en alguna forma de aculturación.

La pertenencia de los pueblos indíge-
nas a la comunidad nacional, expuesta
en el Convenio 169 de la OIT, esta-
blece la diferencia entre el concepto
de autonomía y el de autodetermina-
ción. Es claro que las comunidades
indígenas colombianas son autóno-
mas, según la Constitución, más no
tienen una autodeterminación: “se
puede ser al mismo tiempo miembro
de una etnia y de la sociedad nacio-
nal”, afirma Esther Sánchez10.
Habermas define la autodetermina-
ción como “la voluntad común de
fundar una existencia estatal, y, como
consecuencia de esta decisión, es la
práctica constitucional misma me-
diante la que los participantes se
constituyen como una nación de ciu-
dadanos”11. Sin embargo, los pueblos
gozan del derecho a la secesión, que no
es otro que el derecho a la autode-
terminación, justificado solamente
“cuando la violencia de un Estado
central priva de sus derechos a una

parte de la población que está con-
centrada en un territorio”12, esto nos
sugiere la posibilidad de revisar el
compromiso del Estado con relación
al cumplimiento v desarrollo del 246,
en lo que tiene que ver con los pro-
blemas relativos a la guerra, el
desplazamiento forzado, la vincula-
ción de los indígenas a los grupos
alzados en armas y al narcotráfico, y
a la falta de inversión para estimular
los campos económico y social de las
comunidades, que ven más amena-
zada que operable la Jurisdicción
Especial.

En este orden de ideas, el derecho de
autogobierno que identifica Kymlic-
ka como parte de los tres tipos de
derechos diferenciados en función de
cada grupo (los otros dos son: los de-
rechos poliétnicos y los derechos de
representación), no vincula al derecho
de autodeterminación como forma de
autogobierno porque los Estados oc-
cidentales han sido cuidadosos de
reconocer los derechos de las mino-
rías dentro de un marco de
constitución general13.

Con relación al tema de la autono-
mía “la Corte Constitucional en la
sentencia T-254 de 1994 consideró
que la jurisdicción especial indígena
debe respetar “todos los derechos
fundamentales” consagrados en la
Constitución y en los tratados inter-
nacionales sobre derechos humanos,
y, por otro, en la sentencia T-349 de
1996 y T-523 de 1997 señaló que las
autoridades indígenas se encuentran
sometidas a unos “mínimos conteni-
dos éticos”, esto es, el derecho a la

10 SÁNCHEZ BOTERO, Esther. "Derechos Propios, 2002". En: www.aulaintercultural.org/article.php3?id_article=243.
11  HABERMAS, J. Ob. Cit., pág. 119.
12  Ibid., pág. 122.
13  KYMLICKA, W.  Ciudadanía Multicultural. Una teoría liberal de los derechos de las minorías. España: Paidós, 1996, págs. 47 y 48.
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vida, la prohibición de la esclavitud,
la prohibición de la tortura, la legali-
dad de los procedimientos, los deli-
tos y las penas, de conformidad con
la especificidad cultural de cada co-
munidad indígena146.

En materia de pluralismo, “es im-
portante reconocer que el Estado
nacional ha cedido gran parte de su
autonomía ... y ha renunciado a un
poder que se podía estar ejerciendo
arbitraria e injustamente”, afirma Isa-
bel Cristina Jaramillo Sierra15.
Considera además, que existe un pun-
to de equilibrio entre los pueblos
indígenas y el Estado, el cual se ha
dado al colocar unos mínimos entre
las partes, mínimos que han sido acep-
tados por los indígenas al no
manifestar su deseo de ser Estados
Independientes, razón por la cual la
autonomía no puede ser completa16.
Sin embargo, la autonomía que han
aceptado los indígenas supera su pro-
pia condición cuando el Estado al
“compartir la arena política” que men-
cionaba Habermas, impone algunas
exigencias que a veces vulneran la au-
toridad tradicional, como son las
formas propias de registro, contabili-
dad o control, cuentas bancarias,
ahorros, etc17.

Ahora bien, vista la definición de Ju-
risdicción Especial y el grado de
autonomía real que posee desde la
concepción occidental, ¿qué es y qué
implica este mismo problema para

las comunidades actoras, directamen-
te beneficiadas o afectadas? Para el
Senador Jesús Enrique Piñacué, de
la comunidad Paéz del Cauca, la “Ju-
risdicción Especial Indígena es la
facultad constitucional de las Auto-
ridades indígenas de administrar
justicia en todas las ramas del dere-
cho, en forma autónoma, integral e
independiente de acuerdo con los
usos y costumbres ancestrales, las
normas y procedimientos propios y
la legislación indígena especial vigen-
te dentro de su ámbito territorial”18.

Un líder indigena de una comunidad
del Caquetá19, describe así la Jurisdic-
ción Especial Indígena:

La jurisdicción indígena la podemos
tomar de dos partes, porque es ahí
donde se conjuga el papel de ser un
indígena. La parte tradicional y la par-
te política, tal como lo maneja el go-
bierno; la parte jurisdiccional del
indígena es saber la normatividad
completa de sus leyes internas, todas
sus connotaciones que pueda dar en
bien y el proceso mismo de las co-
munidades que lo manejan y lo tra-
bajan por un lado; pero si lo cogemos
por la parte tradicional como una ju-
risdicción, hablando de terreno, es la
que enmarca y representa su comuni-
dad, directamente de lo que pueda
ser su cosmogonía aborigen desde su
visión cosmogónica y hasta lo que es
el hombre la naturaleza, como tal y la
presencia que influyen los dioses, los

14 SOLANO GONZÁLEZ, Edgar. La Jurisdicción Especial Indígena ante la Corte Constitucional colombiana. En: http://
www.bibliojuridica.org/libros/3/1333/11.pdf.
15  SÁNCHEZ BOTERO, Esther y JARAMILLO SIERRA, Cristina. La Jurisdicción Especial Indígena. Instituto de Estudios del Ministerio

Público. Procuraduría General de la Nación. Bogotá, 2000, pág. 34.
16 Ibid., pág. 35.
17 Ibid., pág. 41.
18 PIÑACUE ACHICUE, Jesús Enrique. Proyecto de ley Estatutaria presentado al Congreso de la República, 2002.
19 Entrevista realizada por el estudiante de Derecho José Luis Rodríguez. Florencia, Caquetá, junio de 2005.
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vacíos de la estabilidad del gobierno
mismo; pero si tocamos ahora la par-
te gubernamental que es del gobier-
no, pues tenemos dos posiciones: la
primera sería hablar de un territorio,
esa es la que nos coordina el gobier-
no directamente como tal, nos hace
reconocer como una organización in-
dependiente pero con cierta informa-
ción, ciertas insertaciones de leyes del
nuevo gobierno.

Nosotros tenemos internamente nues-
tras propias leyes auténticas que es
válido aquí y en cualquier parte del
resguardo indígena, eso lo manejamos
internamente pero como colombia-
nos también tenemos que acatar las
leyes que manda el gobierno, esas son
las dos posibilidades que tenemos.

La primera descripción se refiere en
términos netamente constitucionales
y deja en claro la autonomía admi-
nistrativa que este derecho implica.
En la segunda se comprende la Ju-
risdicción en dos sentidos: uno
inmaterial, ligado a lo religioso a lo
natural, y constituye el espacio ga-
nado para la preservación efectiva
de su comunidad, lo que el entre-
vistado denomina “el papel de ser
un indígena”. Otro, de carácter ma-
terial, positivo, en el cual lo
inmaterial encuentra una realidad y
se enmarca dentro de una generali-
dad establecida por el Estado;
relativo al “caro” derecho de perte-
necer a la nación. La dualidad
manifiesta con relación a la autono-
mía es la misma que se percibe entre
los occidentales, cuando se trata de
definir los límites de corresponden-
cia entre ambos grupos humanos, con
especial interés en la necesidad de
comprender el mundo inmaterial para
poder asumir un papel definitivo por
parte del Estado.

Con relación a lo que representa la
Jurisdicción Especial para un indíge-
na, el Señor entrevistado agregó:

Como indígenas sí trae beneficios y
tiene mucha relevancia total, quizá
más de lo que uno se imagina. Lo
que pasa es que a veces no sabemos
aprovechar esas oportunidades que
se nos brindan, primero porque te-
nemos el mundo como tal, el mun-
do como soñaron nuestros abuelos,
lo tenemos vivo, eso es un punto muy
bien ganado porque el mundo es tan
difícil, tan compulsivo como estamos
aquí en el pueblo que es el mundo de
la tranquilidad, paz y todo, entonces
eso es un punto netamente ganado y
yo siempre he dicho, lo merecemos
por encima de todo lo que sea. Pero
desafortunadamente aquí llega la triste
realidad, nada sacamos con aferrar-
nos de tener esta tierra, puede ser un
resguardo grande como el que tene-
mos en el Amazonas y el predio Pu-
tumayo, porque pertenecemos
también a este predio que son 10.000
hectáreas o no sé cuantas que tene-
mos ahí; qué sacamos con esta situa-
ción si el mundo gira, la sociedad, gira
y nosotros no podemos pegarnos,
quedarnos petrificados en ese mun-
do de la tradición, en este momento
es un proceso tan complejo, sin sa-
ber si nos vamos para allá porque
lógicamente si salimos de nuestra
propia realidad, el mundo puede
venir y eso no puede ser así, o si nos
quedamos, nos quedamos del otro
giro que tiene que dar el mundo. Us-
ted mira que en este momento es
una complejidad demasiado enmar-
cada pero lo que sí es cierto y en eso
hemos hecho una política bien gran-
de, queremos desarrollo, queremos
progreso pero que sea netamente in-
dígenas de la región...
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Se entiende la Jurisdicción como el
espacio de preservación cultural que
a la vez exige la movilidad de las co-
munidades con el mundo que los
circunda para evitar el retroceso o el
estancamiento. Constituye la pre-
ocupación por participar del mundo
como se presenta, se trata de la vin-
culación con el exterior, con la
realidad inevitable. De acuerdo con
el tema de la necesaria movilidad so-
cial en razón del carácter dinámico de
la cultura, la Corte Constitucional ha
aclarado:

Las autoridades indígenas están obli-
gadas necesariamente a actuar con-
forme lo han hecho en el pasado, con
fundamento en las tradiciones que
sirven de sustento a la cohesión so-
cial… no puede extenderse este reque-
rimiento hasta volver completamente
estáticas las normas tradicionales, en
tanto que toda cultura es esencialmente
dinámica…20.

Es igualmente válida la preocupación
por la necesidad de sentirse recepto-
res de la “civilización”. Preservar la
cultura de los pueblos no traduce el
olvido del Estado y el alejamiento
de la ciencia y de la técnica que fa-
vorecen el desarrollo económico y
social de estas comunidades. Para ser
más específicos, la tradición cultu-
ral no niega la importancia de la
educación, la medicina, la vivienda
digna, los avances en la producción
agrícola y ganadera; estas condicio-
nes son apenas parte del derecho a
vivir atendiendo a la Constitución,
con sentido de bienestar y dignidad,
y atendiendo también la Carta Mun-

dial para la Naturaleza de las Nacio-
nes, expedida en 1982 por la
Asamblea General de las Naciones,
que afirma la conveniencia de acce-
der a cierto nivel de ventajas, en algún
momento, como parte de la dignidad
humana de los pueblos y que no aten-
ta contra su identidad.

Dado que las comunidades indígenas
han dejado de ser una realidad fácti-
ca y legal, para ser sujeto de derechos
fundamentales21, es preciso recono-
cer que dichas comunidades son
sociedades que corresponden al aquí
y al ahora, que pese a sus singulari-
dades comparten los avances y
retrocesos de nuestro tiempo. Esto
implica que exista una relación direc-
ta entre la Jurisdicción Especial
Indígena y el entorno mundial, y que
el primero se vea afectado por los
cambios del segundo, no solo en ma-
teria ambiental sino también cultural,
económica y social. Admitimos que
parte de la dificultad para lograr el
desarrollo del 246 constitucional pro-
venga de ese entorno exterior que
condiciona el modelo político vigen-
te y que amenaza la cultura interna
que se pretende preservar.

En la Política Vernácula, Kymlicka
señala como parte de la segunda fase
del debate filosófico sobre los dere-
chos de las minorías que “la mayoría
de los grupos etnoculturales en el
seno de las democracias occidenta-
les no quieren ser protegidos de las
fuerzas de la modernidad que actúan
en las sociedades liberales”22, esto
con el fin de establecer la necesidad
de unos mínimos vinculantes con el

20 SOLANO GONZÁLEZ, Edgar. La Jurisdicción Especial Indígena ante la Corte Constitucional colombiana. Ob. Cit.
21 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-380/ de 1993.
22 KYMLICKA, Will. La Política Vernácula. Op. Cit., pág. 33.
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resto de la nación, lo que en páginas
posteriores el autor denomina “cul-
tura societal”, para hacer referencia
a la importancia que tiene el “com-
partir” un mismo idioma nacional
como parte esencial en la construc-
ción de la democracia. En este punto,
el autor de la Política Vernácula mues-
tra cómo los derechos de las minorías
mantienen relación con otros y que
frente a temas como éstos, las mino-
rías deben elegir entre hacer posible
su participación en el Estado, a par-
tir de unos mecanismos específicos
de co-relación como el idioma; o per-
manecer voluntariamente aislados de
los procesos en pos de la preserva-
ción de su cultura original, asumiendo
un cierto grado de desventaja frente
a las mayorías23.

3. El indígena como ciudadano

Con la Independencia, las pretensio-
nes de construir una República de
hombres libres e iguales planteó el fin
de los resguardos existentes en el te-
rritorio nacional, en la medida en que
la propiedad comunal de las tierras
se constituía en obstáculo para la
igualdad de condiciones que se pro-
clamaba entre los indígenas y los
demás ciudadanos. Por Decreto de
20 de mayo de 1820, se procedió a la
parcelación de los resguardos y a otor-
gar la propiedad privada de cada
parcela a las familias.

El Congreso de Colombia, por Ley
de marzo 3 de 1822, confirmó así esta
decisión:

Art. 1. Los indígenas de Colombia,
llamados indios en el código español,
no pagarán en lo venidero el impues-
to conocido con el degradante nom-

bre de tributo; ni podrán ser destina-
dos a servicio alguno por ninguna cla-
se de personas, sin pagarles el
correspondiente salario, que antes es-
tipulen. Ellos quedan en todo iguales
a los demás ciudadanos y se regirán
por las mismas leyes. ...Art. 3. Los res-
guardos de tierras, asignados a los in-
dígenas por las leyes españolas, y que
hasta ahora han poseído en común,
o en porciones distribuidas a sus fa-
milias, solo para su cultivo, según el
reglamento del Libertador Presiden-
te de 20 de mayo de 1.820, se les re-
partirán en pleno dominio y
propiedad, luego que lo permitan las
circunstancias, y antes de cumplirse los
5 años .Art. 4. A cada familia de indí-
genas, hasta ahora tributarios, se le
asignará de los resguardos la parte que
le corresponda, según la extensión de
estos y número de individuos de que
se componga la familia.

Los intereses económicos que había
detrás de las tierras de los resguar-
dos y de la mano de obra indígena,
primó frente al proyecto de vincula-
ción de este grupo a la nación. El
Estado confió a la Iglesia Católica la
“civilización” de los indios, para con-
vertir su compromiso social con esta
parte de la nación, en un tema relati-
vo a la evangelización, por eso los
indígenas no estuvieron presentes en
las agendas políticas de liberales y
conservadores, más que desde el
tema económico, como objetos de
comercio y rendimiento laboral fa-
vorable al nuevo sistema mundial
capitalista.

La Ley 89 de 1890 clasificó a los in-
dígenas en tres grupos: los “salvajes”
o no integrados a la cultura nacio-

23  Ibid, pág. 47.
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nal, y que no se encontraban organi-
zados en resguardos; los que estaban
en “vía de civilización”, o sea los ha-
bitantes de los pocos resguardos que
quedaban para ese entonces; y los “ci-
vilizados”, que ya no vivían en
resguardos sino en parroquias24.
Como el Estado le había devuelto a
la Iglesia Católica su derecho sobre
la educación de los nacionales, tam-
bién implicó que se le confiara a ella
la misión religiosa de evangelizar,
educar y lograr la progresiva incor-
poración de estos indígenas a la
cultural nacional; de igual forma es-
tableció que los grupos que habitaran
en resguardos tendrían la autoridad
de sus cabildos, con base en sus tra-
diciones jurídicas, mientras que los
grupos “salvajes”, no se regirían por
las leyes generales de la república sino
por el régimen de las misiones, confi-
gurándose así –aunque de una forma
muy positiva y conservadora- una pri-
mera aproximación al reconocimiento
y aceptación de la diversidad:

La Ley 89 de 1890 en el artículo 5º
da al Cabildo la facultad de castigar
a quienes falten a la moral y estipula
tres tipos de indígenas. En primer
lugar se encuentran los salvajes, en se-
gundo los semisalvajes y en tercero a
los civilizados. Tanto para los salva-
jes como para los semisalvajes la ley
no les aplica. Sin embargo, esta ley
presenta un régimen protector de los
resguardos permitiendo que los in-
dígenas tuvieran una seguridad terri-
torial por lo menos parcialmente y
también protección25.

Infortunadamente el concepto de “ci-
vilización” que buscaba la Ley 89,
estaba orientado hacia la asimilación
de la cultura nacional indicada por la
religión católica.

Posterior a 1890, la Ley 31 1967 cla-
sificó a los indígenas en:

“a) sociedades en etapa económica-
mente menos avanzada, regidos por
sus propias costumbres y tradiciones;
b) aquellos considerados ‘indios’ por
ser descendientes de poblaciones de la
Conquista o colonización y que viven
más de acuerdo con las instituciones
sociales, económicas y culturales de
dicha época, que con las instituciones
de la Nación a que pertenecen; y c)
poblaciones semitribales que están
próximas a perder sus características
culturales, pero que no están integra-
das a la sociedad nacional”26.

El Decreto 2117 de 1969, reglamen-
tario de la ley 135 de 1961, los
clasificaba en: a) tribus nómadas
o seminómadas que viven dentro de
una economía rudimentaria de caza
y pesca y mantienen escasos contac-
tos con la sociedad nacional, y b)
tribus que pertenecen a las altas cul-
turas precolombinas, notablemente
asimiladas a la cultura nacional”27.

Este mismo decreto describía así a
un indígena colombiano:

Se considera como indígenas las per-
sonas de ambos sexos que se encuen-
tren inscritas en el último censo, que
tenga sentido de pertenencia a su co-
munidad, compartan íntegramente su

24  www.unilibrebaq.co/html/libroindigena.htm
25  BENÍTEZ NARANJO, Hernán Darío.  Tratamiento Jurídico del Indígena Colombiano ¿Inimputabilidad o Inculpabilidad?.  Bogotá:  Temis,
1988, pág. 110.
26 www.unilibrebaq.co/html/libroindigena.htm
27  Ibid.
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cultura, que al momento de entrar en
vigencia este decreto (diciembre 6 de
1969) se encuentren establecidas den-
tro del resguardo como consecuen-
cia de una adjudicación hecha a su
favor por el cabildo y exploten di-
rectamente la tierra28.

Pero fue el Convenio 169 -sobre Pue-
blos Indígenas y Tribales en países
independientes-, de la OIT, firmado
en Ginebra el 27 de junio de 1989, el
que aclaró el panorama social, econó-
mico, político, jurídico y cultural de
las comunidades indígenas colombia-
nas. Así el Convenio obliga al Estado
Colombiano a asumir funciones con-
cretas orientadas a promover, proteger
y garantizar los derechos de los pue-
blos indígenas, y que pueden verse
reflejadas, de manera casi directa, en
la Constitución Política de 1991:

• Fortalecer el goce de derechos fun-
damentales por parte de las perso-
nas que integran los grupos
étnicos.

• Promover el respeto de sus formas
particulares de vida, relacionadas
con la cultura, cosmovisión, valo-
res, costumbres, creencias, lengua,
formas de organización social, de
economía de relación con el entor-
no y educación.

• Reconocimiento de los vínculos de
los pueblos indígenas con sus terri-
torios ancestrales, incluida su rela-
ción cosmogónica con la tierra, a
reconocer los derechos a los terri-
torios ocupados tradicionalmente.

• Derechos de los pueblos indígenas
a los recursos naturales existentes
en sus territorios, a la protección
de su relación ecosistémica con

éstos. Tales derechos comprenden
el de participar en la utilización,
administración y conservación de
los recursos que existan en sus te-
rritorios.

• Derecho a la autodeterminación
cultural, política, social y econó-
mica.

• Derecho a recrear su cultura, ex-
periencias y tradiciones para cons-
truir el futuro de sus generaciones.

• Derecho a ejercer las formas pro-
pias de su organización, gobierno,
sistema de control social, judicial
y a su economía sustentable.

• Derecho a la imposición de san-
ciones ajustadas a su cultura y a
no ser desvinculados de su comu-
nidad por efecto de las mismas.

• Derecho a reivindicar el arraigo y
pertenencia de los territorios.

• Derecho al goce exclusivo del pa-
trimonio natural y cultural existen-
te en sus territorios

• Derecho a decidir respecto a los
proyectos que pretendan realizar-
se en sus territorios, que puedan
afectar de manera directa o indirec-
ta su identidad, integridad, cultu-
ra, vida política, social y económica.

• Derecho a un tratamiento equita-
tivo, ajeno a todo tipo de discri-
minación que pueda afectar su
dignidad como personas y como
pueblos (como sujetos individua-
les y colectivos).

3.1 Los Sujetos de Derecho

Posesionados del ambiente político
despertado en la década del 80 y que
logró canalizarse a través de una pro-
puesta de reforma a la Constitución

28  Ibid.,  pág. 159.
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de 1886, la Organización Nacional
Indígena de Colombia ONIC presen-
tó un candidato que recogiera en sus
propuestas las inquietudes de varias
organizaciones minoritarias; igual-
mente lo hizo la Organización
Indígena del Suroriente ALSO, aho-
ra AICO (Autoridades Indígenas de
Colombia), representadas para en-
tonces por Francisco Rojas Birry y
Lorenzo Muelas, de las organizacio-
nes respectivas, consolidándose, por
primera vez, la participación de los
indígenas en las decisiones políticas
del Estado Colombiano.

La principal aspiración que los indí-
genas llevaron a la Constitución fue
la consagración del carácter multiét-
nico y pluricultural del pueblo
colombiano, como una realidad in-
eludible; dicho reconocimiento
traería consigo una serie de derechos
de los grupos étnicos nacionales los
cuales se desarrollarían en un régi-
men legal especial; así mismo la
imperiosa necesidad de abrir cana-
les de participación política a estas
comunidades, mediante la circuns-
cripción electoral especial para
grupos étnicos y minorías políticas,
lo que se haría posible bajo el reco-
nocimiento de los territorios de los
grupos étnicos como entidades terri-
toriales con autonomía política,
administrativa y presupuestal.

La Constitución Política aprobada en
julio de 1991 abrió un espacio de rei-
vindicaciones para las comunidades
étnicas colombianas; además, puso
fin a la idea de “integración” con base
en la homogeneidad, para hacer pre-
valecer la política de reconocimiento
a la “diversidad”, a partir de ahí se
definieron los derechos especiales
que hablaban de un tratamiento di-

ferenciado a las comunidades étnicas
nacionales y de la nueva organización
de los grupos lograda con la aproba-
ción de la Jurisdicción Especial, que
a su vez comprende tres connotacio-
nes específicas:

1. Reconoce la diversidad étnica y
más exactamente la vigencia de
distintas tradiciones jurídicas indí-
genas dentro del territorio nacio-
nal;

2. Establece la necesidad de límites
mínimos a la necesaria autonomía
jurisdiccional de estas comunida-
des, y

3. Prevé la obligatoriedad de algunos
mecanismos de coordinación con
la jurisdicción nacional, bajo el
imperativo de proteger y garanti-
zar la diversidad étnica y cultural
que proclama el artículo 7.

En total son 18 los artículos que con-
sagran los derechos de las culturas
indígenas en Colombia, según la Cons-
titución de 1991 (Art. 1, 7, 8, 10, 13,
63, 68, 72, 96, 171, 246, 286, 287,
321, 329, 330, 357, 56 transitorios):
protección a la diversidad étnica y
cultural; participación de los indíge-
nas en la vida política de la nación;
apoyo a la autonomía de los grupos y
sus formas propias de gobierno; pro-
yección de las tierras comunales y de
las formas de propiedad solidaria y
asociativa de las comunidades indíge-
nas; protección de los recursos
naturales, temas relacionados con
asuntos étnicos; participación de los
resguardos indígenas considerados por
la Ley como municipios, los que tie-
nen ingerencia en los ingresos
corrientes de la nación.

Los antecedentes de la Jurisdicción
Especial en Colombia no deben ver-
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se desde la Constitución de 1991 por-
que la lucha social de los grupos
étnicos nacionales ha sido mucho más
larga. Lo más importante de todo esto
es que la identificación y manifesta-
ción de sus necesidades individuales
y colectivas dio lugar al desarrollo de
un pensamiento indigenista, que hoy
se pone de presente como una alter-
nativa política real para los pueblos
latinoamericanos con gobiernos legí-
timos que así lo manifiestan como el
del actual Presidente de Bolivia, Evo
Morales.

4. Entre el multiculturalismo
y la interculturalidad

El reconocimiento de una nación
compuesta por diversos grupos mino-
ritarios, víctimas de la marginación y
la subordinación, nos permite asistir
a la superación del concepto de Esta-
do – nación por el de Estado
Multicultural29, es decir, que llega a su
fin la política asimilacionista a que ten-
dían los Estados nacionales en busca
de la homogenidad de su nación.

Dado que “el reconocimiento debi-
do no es solo una cortesía que
debemos a los demás: es una necesi-
dad humana vital”30, la adopción de
las políticas multiculturales en el Es-
tado Colombiano son superiores al
concepto de “tolerancia”, entendida
ésta como “la aceptación pasiva de
lo éticamente intolerable. Tolerancia
significa no excluir al otro del debate
público por no compartir nuestros
valores o nuestras creencias cultura-
les. Tolerar significa incluir al otro en

el espacio público de la deliberación
común”31. El reconocimiento de lo
“otro” implica total respeto por su
diferencia y va más allá de la “com-
prensión”.

Colombia fue uno de los primeros
países de América en adoptar el plu-
ralismo en la Constitución, como una
forma de responder a la diversidad
cultural de su nación, de la que for-
man parte 785.356 indígenas,
organizados en 82 pueblos y 638 res-
guardos legalmente constituidos, que
ocupan el 27% del territorio nacio-
nal, o sea, 31.3 millones de hectáreas
tituladas a su favor32.

La Constitución de 1991 declara en
su artículo 7º que “el Estado reco-
noce y protege la diversidad étnica y
cultural de la nación colombiana”; lo
cual traduce una suma de noveda-
des de tipo social y político,
favorables a las denominadas “mino-
rías”, dentro del ordenamiento
nacional. Se da entonces, la adopción
del pluralismo como indicador de las
relaciones internas entre los grupos
diferenciados. Estas declaraciones a
favor de la heterogeneidad de la na-
ción colombiana, han dado lugar a una
serie de criterios en torno a concep-
tos básicos como multiculturalismo,
pluralismo e interculturalidad, y algu-
nas implicaciones derivadas de éstas,
como autonomía, igualdad o dere-
chos.

Pero el que la Constitución Política
de 1991 haya establecido una serie
de derechos que favorecen a los gru-
pos étnicamente minoritarios, no

29  KYMLICKA, Will. Ciudadanía Multicultural. Op. Cit., pág. 26.
30  TAYLOR, Charles. El multiculturalismo y la política del reconocimiento. México: Fondo de la Cultura Economía, 1993, pág. 45.
31  TUBINO ARIAS – SCHREIBER, Fidel. Interculturalizando el Multiculturalismo. Fundación Cidob. www.cidob.org, 182.
32  Bases para el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006. Capítulo III: Construir con equidad social.
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asegura el cumplimiento efectivo de
tales derechos, ni da por sentado el
progresivo desarrollo de las comuni-
dades. En los últimos quince años
varios factores han intervenido en el
desarrollo de este proyecto. De acuer-
do con el profesor Tubino Arias, la
globalización es uno de ellos, toma-
do como un fenómeno exterior que
ha debilitado la soberanía política y
económica y la cohesión cultural de
los países latinoamericanos; en segun-
do lugar, el automenosprecio que
interiorizan los naturales a partir del
irrumpimiento aculturizador y asimi-
lacionista de los Españoles en 149233.

En la Declaración de los pueblos In-
dígenas de América, ante la
Conferencia mundial contra el racis-
mo, la discriminación racial, la
xenofobia y las formas conexas de in-
tolerancia, realizado en Santiago de
Chile el 3 y 4 de diciembre de 2000,
consideran los indígenas:

Que la globalización económica y del
sistema neoliberal contemporáneo
vienen a reactualizar y agudizar la dis-
criminación institucionalizada y siste-
mática contra nuestros pueblos,
perpetuándose en la agudización de
la pobreza y la marginalidad y negán-
donos el derecho a la vida.

Que el fenómeno de la globalización,
amenaza de manera integral la super-
vivencia de los pueblos indígenas en
todos los aspectos, en nuestras tierras
y territorios, nuestra integridad indi-
vidual y colectiva, nuestra cosmovi-
sión, nuestras formas de organización
y nuestros valores culturales, espiritua-
les y tradicionales.

Sumado a lo anterior, es incuestio-
nable la tensión que existe en torno

a temas que al respecto no se han iden-
tificado y su grado de operatividad, 15
años después de promulgados, no ha
podido precisarse. La globalización
como un fenómeno que tiende a po-
ner fin a lo “especial”, para
“asimilarlo” dentro de un contexto
mundial y generalizado; los tratados
internacionales como el TLC, que
amenaza con arruinar a los pequeños
productores agrícolas del país, lo mis-
mo que con arrasar con la sabiduría
médica tradicional, para beneficiar a
las grandes multinacionales en esta
materia; la marginación de algunas co-
munidades que a falta de respaldo del
Estado realizan esfuerzos mayúsculos
para promover la participación de sus
miembros, a fin de no dejar morir el
espacio político concedido desde
afuera; el reto de lograr establecer las
normas pertinentes a su desarrollo y
en especial a su administración jurídi-
ca, de tal manera que permita una real
autonomía frente a la justicia ordina-
ria; la violencia política que se ha
apoderado de la Colombia rural des-
de hace más de cincuenta años y que
impide el verdadero cumplimiento del
constitucional al hacer a los indígenas
víctimas del desplazamiento forzado,
la ruina económica, la muerte, y la
disminución de los miembros de la
comunidad, al ser obligados a tomar
partido en los grupos guerrilleros o
paramilitares; y finalmente, el haber-
nos quedado en el Multiculturalismo
teórico, que plantea la existencia de
la diversidad, pero sin atrevernos a
concretar una propuesta que dé paso
a la coexistencia y a la construcción
de un Estado consensuado, partien-
do de la necesidad de vincular los
intereses de todos.

33 TUBINO ARIAS – SCHREIBER, Fidel. Interculturalizando el Multiculturalismo. Fundación Cidob. www.cidob.org.
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Si la Interculturalidad supone la ne-
cesidad de establecer en la práctica,
estrategias a todo orden, que trans-
formen las relaciones de poder, que
permeen los grupos dominantes y
que afecten a los actores de manera
inmediata y eficaz, precisamos de ella
con urgencia: “La interculturalidad
como principio rector orienta tam-
bién procesos sociales que intentan
construir –sobre la base del recono-
cimiento del derecho a la diversidad
y en franco combate contra todas las
formas de discriminación y desigual-
dad social- relaciones dialógicas y
equitativas entre los miembros de
universos culturales diferentes”28.

Los acercamientos que ya se han
dado desde la democracia colombia-
na, son logros que no deben
desconocerse. Aún cuando el Esta-
do Social de Derecho no haya podido
erradicar los males sociales, econó-
micos y políticos que han agobiado a
los colombianos por varias décadas,
permanecen los espacios de partici-
pación que permiten mantener la
lucha por la reivindicación de los
derechos de los más vulnerables.

Ante la inexistencia de un proyecto
político conducente de un Estado
multicultural, es preocupante el abis-
mo creado entre la realidad social y la
democracia actual. El vacío teórico
deja a merced de la discrecionalidad
de los gobiernos de turno, el manejo
de asuntos políticos de carácter fun-
damental que, pese a estar
normatizados, no son aún precisos en
su aplicación.

Los derechos especiales vistos desde
políticas multiculturales deben condu-

cir a su diferenciación de los derechos
generales, sin que esto fomente el des-
menbramiento del tejido social, como
se le objeta a la propuesta de ciuda-
danías diferenciadas29. No debe
conformarse con el “reconocimiento
de las diferencias!”; a donde se debe
llegar es a la operatividad de las ga-
rantías constitucionales establecidas,
por ello la interculturalidad puede re-
sultar una estrategia importante en la
medida que pretende la coexistencia
del Estado con los grupos minorita-
rios para favorecer los espacios
jurídicos y políticos alcanzados. En
fin, estos planes y proyectos sociales
deben estar por encima de las agen-
das nacionales y mundiales, en donde
los individuos antes que ser “sujetos
de mercado” sean verdaderos “suje-
tos de derechos”.

CONCLUSIÓN

La Jurisdicción Especial es un logro
importante para el desarrollo de las
comunidades indígenas nacionales.
Ella es el espacio para el crecimien-
to y la preservación de los grupos
humanos que constituyen nuestra
identidad.

Sin embargo, las distancias entre la
teoría y la práctica en razón de los
derechos concedidos a las minorías
indígenas en Colombia, al igual que
los múltiples problemas económicos
y políticos que asedian al Estado, por
largos años, han obstaculizado el de-
sarrollo y puesta en ejecución de
políticas sociales importantes para los
colombianos. Los indígenas, consi-
derados aquí como “grupos
nacionales”, en consideración a su

28  ZUÑIGA, Madeleine  y ASION, Juan. Interculturalidad y educación en el Perú.  Foro Educativo, Lima, 1997.
29  KYMLICKA, W. La Política Vernácula. Ob. Cit., pág. 51.
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arraigo histórico, cultural y territorial,
atraviesan por un proceso de integra-
ción – diferenciación a partir del
establecimiento de una serie de ga-
rantías en materia de Derechos
Fundamentales consagrados en la
Constitución de 1991, los principa-
les obstáculos que se presentan están
vinculados a la imprecisión norma-
tiva existente frente al tema de
Derechos Especiales, abordado tan-
gencialmente por un Estado que se
ocupa en primer lugar del “desorden
público” y en segundo, de sus com-
promisos con la comunidad
económica internacional.

Pese a lo anterior, no debe des-
atenderse el  espacio ganado
constitucionalmente en 1991 a favor
de los indígenas colombianos. Si bien
la Jurisdicción Especial Indígena en
Colombia, no reúne en total las ex-
pectativas que sobre ella se tienen, sí

constituye una realidad material en
torno de la cual se deben encaminar
nuevas propuesta y fortalecer las exis-
tentes con el fin de alcanzar el
objetivo para el cual fue creada.

La Jurisdicción Especial y los Dere-
chos Especiales de los indígenas
colombianos no deben verse como un
espacio cerrado en pos de la preser-
vación cultural. Los indígenas son
parte activa de la nación y deben par-
ticipar de los beneficios y
oportunidades que el Estado les
proporcione, para poco a poco ir asu-
miendo posiciones de compromiso
estables que redunden favorablemen-
te en sus comunidades; igualmente
deben recibir los adelantos que el
mundo y la sociedad les ofrecen, para
mejorar su propio mundo –sin tener
que transformarlo-, para asegurar la
existencia del mismo, en mejores con-
diciones.

FUENTES

PRIMARIAS

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA.

CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias:

C-139/96

T-048/02

T-234/94

T-349/96

T-496/96

T-254/94

T-380/93

Entrevista a un líder indígena, realizada por el estudiante de Derecho José
Luis Rodríguez. Florencia, Caquetá, junio de 2005.
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